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(en su sentencia de 24 de julio de 2001) como -fal­
samente- favorable a su postura: que no hay nmma 
que obligue a los tribunales penales a plantear una 
cuestión prejudicial no penal, del mismo modo -aña­
dimos nosotros- que no hay otra que le obligue a no 
plantearla; todo depende de la valoración que dicho 
tribunal realice de la complejidad del problema. Que 
el TC mantenga esta postura significa, a nuestro juicio, 
y conh·aiiamente a lo que entiende el TS, que cabe 
plantear, si así lo entiende oportuno el tribunal penal, 
la cuestión prejudicial devolutiva. Es decir, que siguen 
estando vigentes los atis. 4 a 5 LECrim. 

Por eso, en el caso que nos ocupa, si en vez de 
discutirse una falsedad documental se dilucidara, por 
ejemplo, un delito electoral derivado de una falsifi­
cación del censo donde la clave de la discusión estu­
viera, por ejemplo, en determinar si algunos colegia­
dos adquirieron tal condición o no, podría resulta 
admisible -e incluso recomendable- plantear la 
cuestión prejudicial y esperar a que la jurisdicción 
contenciosa se pronunciara sobre ese punto contro­
vertido. Ello al amparo del art. 4 LECrim., que, co­
mo hemos señalado, sigue vigente según nuestra opi­
nión. 

§ 532. República Democrá­

tica del Congo c. Bélgica

Corte Internacional de

Justicia, Pleno, S 14 febre­

ro 2002
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§ 532. INMUNIDAD DE JURISDICCIÓN PENAL E IMPUNI­
DAD: EL FALLO DE LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTI­
CIA DE 14 DE FEBRERO DE 2002. 

República Democrática del Congo c. Bélgica. 
Corte Internacional de Justicia (Pleno). 
Sentencia de 14 de febrero de 2002. 
Penal: Demanda de Estado contra Estado por violación de la regla 

de inmunidad de jurisdicción penal (orden de arresto internacional). 
Magistrado Ponente: Gilbe1i Guillaume (Presidente). 
Abogados: N. Masudi, K. Kombe, F. Rigaux, M. Chemillier-Gen­

dreau, P. d' Argent, M. N'Golo y D. Wembou (del demandante); E. 
David y D. Bethlehem (del demandado). 

Hechos y cuestiones jurídicas 

El asunto planteado ante la Corte Internacional de Justicia (en ade­
lante, CIJ) se remonta al 17 de octubre del 2000. En esa fecha, la Repú­
blica Democrática del Congo (en adelante, RDC) presentó una demanda 
ante la CJJ contra el Reino de Bélgica, alegando la comisión de una vio­
lación del Derecho Internacional por parte de un juez belga al emitir y 
difundir una orden de arresto internacional contra el Ministro en activo 
de Asuntos Exteriores de la RDC, S,: Abdulaye Yerodia Ndombasi. Esta 
orden de arresto internacional se basaba en la supuesta comisión por el 
S,: A. Yerodia Ndombasi de crímenes de guerra y de crímenes contra la 
humanidad con anterioridad a que ocupase la cartera del Ministerio de 
Asuntos Exteriores en el Gobierno de la RDC. 

Según la RDC, la violación del Derecho Internacional por parte de 

Bélgica se concretaba tanto en la violación del principio de igualdad so­
berana de los Estados, como en la violación de la inmunidad del Minis­
tro de Asuntos Exteriores de un Estado soberano. Posteriormente, tanto 
durante la presentación de la Memoria, como en la fase oral del proce­
dimiento ante la CIJ, la RDC abandonó el primer fundamento jurídico de 
su demanda para centrarse exclusivamente en el segundo de ellos: la vio­
lación de la inmunidad del Ministro de Asuntos Exteriores en activo por 
parte de Bélgica. 

Por el contrario, Bélgica defendía la legalidad de la actuación judi­
cial en base a su Derecho interno que establece que, en casos de graves 
violaciones de las Convenciones de Ginebra de I 949 y de sus Protocolos 
Adicionales I y JI de 1977 relativos, respectivamente, a la protección de 
las víctimas de los conflictos armados internacionales y de los conflictos 
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armados sin carácter internacional, la inmunidad de jurisdicción de la 
que disfi·utan ciertos altos ca,gos del Estado no supondrá un obstáculo 
para su procesamiento penal por la comisión de graves violaciones de 
Derecho Internacional Humanitario. Bélgica defendía que la inmunidad 
de jurisdicción que disfrutan los Ministros de Asuntos Exteriores en ac­
tivo cubre únicamente los actos llevados a cabo en el ejercicio de sus fun­

ciones oficiales y no aquellos actos privados o realizados al margen del 
ejercicio de dichas funciones oficiales. 

Este comentario tratará el tema de la inmunidad de jurisdicción pe­
nal y sus posibles límites a la luz del Derecho Internacional y de las de­
cisiones judiciales, tanto internacionales como nacionales. 

Fallo 

La CIJ, principal órgano judicial de las Naciones Unidas, dictó su 
Fallo el día 14 de febrero de 2002, declarando que la emisión de la or­
den de arresto internacional y su difusión «suponen la violación de una 
obligación jurídica por parte del Reino de Bélgica respecto de la Repú­
blica Democrática del Congo, ya que ha ignorado la inmunidad de ju­
risdicción penal y la inviolabilidad que, en virtud del Derecho Interna­
cional, disfruta el Ministro de Asuntos Exteriores en ejercicio de la 
República Democrática del Congo», afirmado así el carácter absoluto de 
la inmunidad penal de los Ministros de Asuntos Exteriores en activo. 

Fundamentos Jurídicos 

51. En Derecho Internacional está firmemente es­
tablecido que, al igual que los Agentes diplomáticos 
y consulares, ciertos altos cargos del Estado, como 
los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de 
Asuntos Exteriores, disfrntan de inmunidad de juris­
dicción en otros Estados, tanto civil como penal. ( ... ) 

53. En Derecho Internacional consuetudinario,
las inmunidades de las que disfrnta el Ministro de 
Asuntos Exteriores no se le reconocen para su bene­
ficio personal, sino para asegurar el efectivo cumpli­
miento de sus funciones a cargo de su respectivo Es­
tado. Para determinar la extensión de estas 
inmunidades, la Corte debe, por ello, considerar la 
naturaleza de las funciones ejercidas por un Ministro 
de Asuntos Exteriores. Ella o él están a cargo de las 
actividades diplomáticas de su Gobierno y general­
mente actúan como su representante en negociacio­
nes internacionales o reuniones intergubernamenta­
les. Los Embajadores y otros Agentes diplomáticos 
llevan a cabo sus funciones bajo su autoridad. Sus ac­
tos pueden obligar al Estado al que representan, y 
existe una presunción según la cual el Ministro de 
Asuntos Exteriores, únicamente en virtud de su car­
go, goza de plenos poderes para actuar en nombre de 
su Estado (véase, por ejemplo, el art. 7, pár. 2 (a) de 
la Convención de Viena de 1969 sobre el Derecho de 
los Tratados). Para llevar a cabo estas funciones, ella 
o él deben frecuentemente viajar al extranjero y, por
ello, es necesario que puedan hacerlo libremente
cuando sea necesario. Ella o él deben estar en cons-
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tante comunicación con su Gobierno y con las misio­
nes diplomáticas que éste posea a lo largo del mun­
do, y deben ser capaces de poder comunicarse en 
cualquier momento con los representantes de otros 
Estados. La Corte observa que el Ministro de Asun­
tos Exteriores, responsable de las relaciones de su 
Estado con los demás Estados, ocupa una posición de 
tal naturaleza que se le reconoce en Derecho Interna­
cional corrio representante del Estado únicamente en 
virtud de su cargo, al igual que a los Jefes de Estado 
y de Gobierno. Ella o él no deben presentar creden­
ciales; por el contrario, es generalmente el Ministro 
de Asuntos Exteriores quien determina los poderes 
que serán concedidos a los representantes diplomáti­
cos y firmará sus credenciales. Por último, es ante el 
Ministro de Asuntos Exteriores que se acreditan los 
encargados de asuntos diplomáticos. 

54. La Corte concluye que las funciones de un
Ministro de Asuntos Exteriores son de tal naturaleza 
que, durante el período en que esté en funciones, dis­
frnta de inmunidad de jurisdicción penal absoluta y 
de inviolabilidad. Esta inmunidad e inviolabilidad 
protegen al individuo de los actos de autoridad de 
otro Estado que pudiesen obstaculizar el ejercicio de 
sus funciones. ( ... ) 

59. Se debe señalar que las reglas que regulan la
jurisdicción de los tribunales nacionales han de dis­
tinguirse de aquellas que se refieren a las inmunida­
des de jurisdicción: jurisdicción no siempre implica 
ausencia de inmunidad, mientras que ausencia de in­
munidad no implica jurisdicción. Así, aunque varias 
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convenciones internacionales acerca de la prevención y 
castigo de determinados crímenes impongan al Estado 
las obligaciones de procesar o extraditar, ampliando con 
ello el ámbito de su jurisdicción penal, esta ampliación 
no afecta de ningún modo a las inmunidades de Dere­
cho Internacional consuetudinatio, incluidas aquéllas de 
los Ministros de Asuntos Exteriores. Éstas siguen sien­
do alegables ante los tribunales de un Estado exh·anje­
ro, incluso cuando estos h-ibunales ejerciten su jurisdic­
ción en base a estas Convenciones. 

60. La Corte subraya, sin embargo, que la inmuni­
dad de jmisdicción de la que disfruta un Minish·o de 
Asuntos Extectores en activo no significa que se benefi­
cie de la impunidad por los crímenes que pudiese co­
meter, sea cual sea su gravedad. La inmunidad de juris­
dicción penal y la responsabilidad penal individual son 
conceptos totalmente distintos. Mientras que la inmuni­
dad de jmisdicción reviste un cai·ácter procesal, la res­
ponsabilidad penal es una cuestión de derecho substan­
tivo. La inmunidad de jw-isdicción puede suponer un 
obstáculo al procesamiento dmante cierto período de 
tiempo y acerca de determinadas infracciones; pero no 
exonera a la persona beneficiai-ia de la misma de toda 
responsabilidad. 

61. De este modo, las inmunidades de las que, en
virtud del Derecho Internacional, se benefician tanto 
los Ministros de Asuntos Exteriores en activo como 
aquellos que ya hayan cesado en su cargo, no supo­
nen un obstáculo al procesamiento penal en determi­
nadas circunstancias. 

Primero, cuando estas personas no disfruten del 
privilegio de inmunidad de jurisdicción penal en su 

COMENTARIO 

Por María Torres Pérez 

Desde las actuaciones sorprendentes del Juez 
Garzón en el asunto Pinochet, el tema de la inmuni­
dad jurídica de los Jefes de Estado y de Gobierno, así 
como de los Ministros de Asuntos Exteriores ante tri­
bunales internos extranjeros que se han ah·ibuido la 
competencia de jurisdicción universal, se ha conver­
tido en una cuestión muy sensible. Por primera vez, 
la CIJ, en su Fallo de 14 de febrero de 2002, se ha 
ocupado del alcance y contenido de la inmunidad ju­
risdiccional de los Ministros de Asuntos Exteriores 
en activo en el orden penal, afirmando su carácter ab­
soluto y concretando las posibles excepciones a la 
misma. 

Según la CIJ, es precisamente el Derecho Inter­
nacional consuetudinario y no el convencional el que 
establece que ciertos altos cargos del Estado, como el 
Jefe de Estado, el de Gobierno y el Ministro de Asun­
tos Exteriores, gozan de inmunidad de jurisdicción 
en otros Estados, tanto en materia civil como en ma-
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propio Estado y puedan, por tanto, ser juzgados por 
los tribunales internos de ese Estado según su propio 
Derecho interno; 

Segundo, no disfrutarán de inmunidad de juris­
dicción en un Estado extranjero cuando su propio Es­
tado haya decidido retirarle la inmunidad; 

Tercero, cuando se produzca el cese del Ministro 
en cuestión en su cargo, ella o él dejarán de disfrutar 
de inmunidad de jurisdicción en otros Estados. Siem­
pre que se tenga competencia según el Derecho In­
ternacional, los tribunales de cualquier Estado 
podrán juzgar a un antiguo Ministro por los actos co­
metidos antes o después de su mandato, o por aqué­
llos cometidos durante su mandato pero en su condi­
ción privada; 

Cuarto, un Ministro de Asuntos Exteriores en ac­
tivo o ya cesado, podrá ser procesado penalmente an­
te determinados Tribunales Penales Internacionales, 
cuando éstos sean competentes. Se incluyen entre los 
ejemplos al Tribunal Penal Internacional para la anti­
gua Yugoslavia y al Tribunal Penal Internacional pa­
ra Ruanda, establecidos en cumplimiento de las reso­
luciones del Consejo de Seguridad en aplicación del 
Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, y a la 
futura Cmie Penal Internacional creada por el Trata­
do de Roma de 1998. El Estatuto de la misma esta­
blece en su art. 27, pár. 2, que «las inmunidades y las 
normas de procedimiento especiales que conlleve el 
cargo oficial de una persona, con arreglo al derecho 
interno o al derecho internacional, no obstarán para 
que la Cmie ejerza su competencia sobre ella». (Tra­
ducción privada.) 

teria penal, para asegurar el cumplimiento efectivo 
de sus funciones. Pero a pesar de que su inmunidad 
de jurisdicción esté firmemente establecida en Dere­
cho Internacional, no existe ningún instrumento con­
vencional que regule el alcance o extensión de la in­
munidad de jurisdicción penal de los Ministros de 
Asuntos Exteriores, por lo que es necesario acudir al 
Derecho Internacional consuetudinario para su con­
creción. 

La CIJ ha realizado en este punto un profundo 
análisis del Derecho Internacional consuetudinario 
aplicable en la materia, comenzando por afirmar que, 
para estos órganos del Estado, la inmunidad de juris­
dicción no es un beneficio personal, es decir, un pri­
vilegio concedido intuitu personae, sino que se con­
cede por razones funcionales, es decir, para asegurar 
el efectivo cumplimiento de sus funciones pour le 
compte de su propio Estado. Estas funciones son de 
tal naturaleza que, durante el período en el que ocu-
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pe su cargo, no se podrá diferenciar entre sus actos de 
carácter oficial y los de ámbito privado, por lo que la 
inmunidad se hará extensiva a ambas. Por tanto, y 
según la CIJ, los Ministros de Asuntos Exteriores en 
activo disfrutarán de inmunidad absoluta respecto de 
la jurisdiccron penal de los h·ibunales internos de un 
Estado distinto del de su nacionalidad. 

Pero esta regla de la inmunidad absoluta de los al­
tos cargos en activo del Estado se ha visto atacada 
desde distintos sectores doch·inales que han defendi­
do la existencia de cie1tos límites y excepciones a la 
impunidad jurídica que se deriva del privilegio de la 
inmunidad jurisdiccional absoluta. Según esta con­
cepción, acogida por Bélgica en su defensa en este 
proceso, actualmente no puede sostenerse que los 
Minish·os de Asuntos Extehores en activo disfruten 
de una inmunidad de jurisdicción absoluta que llegue 
hasta impedir su persecución procesal por la comi­
sión de crímenes individuales, es decir, cuando se 
h·ate de supuestos que impliquen la presunta comi­
sión de crímenes de guerra o de crímenes contra la 
Humanidad. Bélgica fundamentó esta afirmación en 
las previsiones de los Estatutos de los Tribunales In­
ternacionales Penales para la ex Yugoslavia y para 
Ruanda, así como de la Corte Penal Internacional, al 
igual que en las decisiones adoptadas por órganos ju­
diciales nacionales en los asuntos Pinochet y Qadda­
fi. A diferencia de ello, en opinión de la CIJ, no pue­
de deducirse de esta práctica la existencia de ninguna 
excepción a la regla que acuerda la inmunidad de ju­
risdicción penal y la inviolabilidad del Ministro de 
Asuntos Exteriores en casos de crímenes de guerra o 
crímenes contra la Humanidad ante tribunales de jµs­
ticia nacionales, ya que las reglas que tratan de las 
cuestiones de competencia de los h·ibunales naciona­
les son distintas de aquellas que regulan las inmuni­
dades de jurisdicción. 

Aún así, no se puede deducir que la inmunidad de 
jurisdicción penal suponga la impunidad jurídica de 
los Ministros de Asuntos Exteriores en activo res­
pecto la comisión de los crímenes internacionales 
alegados. Se h·ata de dos cuestiones radicalmente 
distintas, tal y como establece la CIJ, al afirmar: 

«que la inmunidad de jurisdicción de la que disfru­
ta un Minishu de Asuntos Exteriores en activo no sig­
nifica que se beneficie de la impunidad por los c1ime­
nes que pudiese cometer, sea cual sea su gravedad. La 
inmunidad de jmisdicción penal y la responsabilidad 
penal individual son conceptos totalmente distintos. 
Mientras que la inmunidad de jurisdicción reviste un 
carácter procesal, la responsabilidad penal es una cues­
tión de derecho sustantivo. La inmunidad de jurisdic­
ción puede suponer un obstáculo al procesamiento du­
rante cie1to pe1íodo de tiempo y acerca de detenninadas 
infracciones; pero no exonera a la persona beneficiaiia 
de la misma de toda responsabilidad.» 

Por ello, la inmunidad de jurisdicción penal no 
supone necesariam�nte impunidad jurídica, ya que el 
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Ministro de Asuntos Exteriores en activo podrá ser 
perseguido procesalmente en determinadas circuns­
tancias, muy excepcionales, para esclarecer su posi­
ble responsabilidad penal. Estos límites a la inmuni­
dad de la jurisdicción penal lo son también a la 
impunidad jurídica de estos altos cargos del Estado. 
Según la CIJ, la inmunidad de jurisdicción penal ab­
soluta no supondrá un límite a las actuaciones judi­
ciales en conh·a de un Ministro de Asuntos Exterio­
res durante un proceso penal en los siguientes cuatro 
supuestos: 

1) Cuando en el Estado de su nacionalidad no dis­
frute del privilegio de inmunidad de jurisdicción pe­
nal absoluta. En estos supuestos, el Ministro de 
Asuntos Exteriores en activo podrá ser juzgado por 
los tribunales internos de ese Estado según su Dere­
cho interno; 

2) Cuando su propio Estado haya decidido reti­
rarle la inmunidad de jurisdicción de la cual, en prin­
cipio, disfruta; 

3) Cuando se produzca el cese del Ministro en 
cuestión en su cargo. En este supuesto, y siempre que 
se tenga competencia según el Derecho Internacio­
nal, en opinión de la CIJ, los tribunales de cualquier 
Estado podrán juzgar a un antiguo Ministro por los 
actos cometidos antes o después de su mandato, o por 
aquéllos cometidos durante su mandato pero única­
mente por los realizados en su condición privada; 

4) Cuando la competencia para juzgar al Minish·o 
de Asuntos Exteriores, con independencia de que 
esté en activo o ya haya sido cesado, se atribuya a un 
órgano jurisdiccional penal internacional que resulte 
competente, tales como los Tribunales Internaciona­
les Penales para la antigua Yugoslavia y Ruanda, o la 
futura Cmte Penal Internacional. Tribunales todos 
ellos que sí tienen jurisdicción para juzgar los actos 
realizados en su condición oficial por un Ministro de 
Asuntos Exteriores en activo. 

Es altamente loable el intento de la CIJ por espe­
cificar los supuestos en los cuales la inmunidad de 
jurisdicción penal absoluta del Ministro de Asuntos 
Exteriores no llega a significar la impunidad jurídica 
por la comisión de los más graves crímenes interna­
cionales. Este esfuerzo supone, sin lugar a dudas, una 
contribución impmtante de la CIJ a la codificación 
internacional de las inmunidades jurisdiccionales del 
Estado. Conviene, no obstante, realizar una serie de 
consideraciones críticas sobre la viabilidad operativa 
de estos cuah·o supuestos identificados por la CIJ. 

Respecto al primer supuesto, debemos resaltar 
que, el fundamento de la inmunidad de jurisdicción 
de los órganos del Estado, como sería el caso de un 
Ministro de Asuntos Exteriores en activo, se basa en 
el principio básico del Derecho Internacional que 
afirma la igualdad soberana de todos los Estados y 
que se concretó en el adagio par in parem imperium 
non habet. Es decir, que la inmunidad de jurisdicción 
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actúa frente a los Tribunales de Justicia de Estados 
terceros, no necesariamente frente a la competencia 
jurisdiccional de los Tribunales de Justicia del Esta­
do nacional de un Ministro de Asuntos Exteriores en 
activo, lo cual dependerá exclusivamente de lo que 
soberanamente disponga el Derecho interno de cada 
Estado y no del Derecho Internacional. No obstante, 
un análisis de Derecho Comparado petmite afirmar 
que este supuesto no es nada frecuente en la práctica, 
teniendo además en cuenta que, en la mayoría de los 
casos, el Ministro de Asuntos Exteriores podría ale­
gar ante sus Tribunales de Justicia nacionales tanto la 
inmunidad de jurisdicción como órgano del Estado, 
como la inmunidad de jurisdicción de la que proba­
blemente disfrutará en su condición de parlamentario 
y, por lo tanto, de persona aforada. Además, dado 
que un Ministro de Asuntos Exteriores en activo es 
representante, por la propia naturaleza de sus funcio­
nes, de su Estado nacional, dificilmente éste le reti­
rará la inmunidad para ser juzgado por un Tribunal 
de su propia nacionalidad. Un hipotético fallo a favor 
de su responsabilidad penal individual abriría au­
tomáticamente la vía para exigir la responsabilidad 
penal del Estado al que representa. 

Por su parte, será aún más excepcional en la prác­
tica, si es que alguna vez llega a producirse, el su­
puesto en el que el Estado de su nacionalidad decida 
retirar la inmunidad de jurisdicción penal absoluta de 
su Ministro de Asuntos Exteriores en activo para que 
sea juzgado por un h·ibunal interno de un tercer Esta­
do, ya que el Minish·o de Asuntos Exteriores actúa 
como una representación directa de su propio Estado. 
Este acto se convertiría, como ya hemos señalado, en 
una asunción de responsabilidad por parte del Esta­
do, y en el actual status qua internacional esta posi­
bilidad es bastante remota, sino imposible. Aun sin 
ignorar las diferencias cualitativas entre ambos ca­
sos, se debe recordar el alegato escrito (y luego oral) 
ante el segundo Comité de Apelación de la Cámara 
de los Lores realizado por el abogado de Chile. En 
esa ocasión, el abogado de Chile se opuso a la exh·a­
dición del Sr. Augusto Pinochet Duarte para ser juz­
gado en España, alegando precisamente que: «La 
República interviene para afamar su propio interés y 
derecho a que este asunto se ventile en Chile. El 
propósito de la intervención no es defender las ac­
ciones del senador Pinochet mientras fue Jefe de Es­
tado. Tampoco es el de impedir que sea investigado 
por cualquier crimen que presuntamente haya come­
tido mientras ocupó dicho cargo, siempre que inves­
tigación y juicio tengan lugar ante los únicos tribu­
nales adecuados, los de Chile». La viabilidad 
operativa de este segundo supuesto prácticamente se 
desvanece si se tiene en cuenta, como la propia CIJ 
indica en otro obiter dictum al analizar la naturaleza 
de las funciones que desarrolla el Ministro de Asun­
tos Exteriores que, entre las mismas, se encuenh·a la 
de conceder cartas de credenciales a quienes van a 
disfrutar de inmunidades de jurisdicción en el ex­
tranjero por ser personal diplomático, consular, etc. A 
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sensu contrario, también compete al Ministro de 
Asuntos Exteriores retirarles tal inmunidad retirarles 
tal inmunidad cuando estime conveniente. 

En el tercer supuesto, el cese del Minish·o en su 
cargo abre la posibilidad de exigencia de responsabi­
lidades penales al ya antiguo Minish·o de Asuntos 
Exteriores, tanto por los actos realizados antes como 
después de la duración de su mandato. La CIJ inclu­
so ha admitido que, en esta situación, también se 
podría juzgar a un antiguo Minish·o por los actos co­
metidos durante su mandato aunque, sin dar una ar­
gumentación específica al respecto, ha limitado ex­
presamente esta posibilidad de jurisdicción a los 
actos realizados durante su mandato como Minish·o 
de Asuntos Exteriores exclusivamente en su condi­
ción privada, es decir, manteniendo la inmunidad de 
jurisdicción penal con alcance restringido a los actos 
realizados por el Minish·o de Asuntos Exteriores du­
rante su mandato en su condición oficial. Este último 
requisito no deja de ser llamativo ya que, en la prác­
tica, es precisamente en los actos realizados bajo es­
ta condición en los que se pueden llegar a cobijar la 
comisión de los más graves c1imenes contra el Dere­
cho Internacional Humanitario. Es normalmente en 
el ejercicio de una actividad oficial en la cual los al­
tos cargos del Estado ponen en marcha conductas ho­
rrendas como genocidios, crímenes de guerra y 
demás actos reprobables que no pueden lograrse sin 
un apoyo logístico importante. Apoyo que sólo es 
posible cuando se actúa a h·avés de la maquinaria es­
tatal. Por lo tanto, esta limitación no deja de ser crí­
tica en la práctica. 

A mayor abundamiento, debe tenerse en cuenta 
que, en este tercer supuesto, se afirma expresamente 
que los Tribunales de Justicia de cualquier Estado 
podrían juzgar al antiguo Minish·o de Asuntos Exte­
riores siempre y cuando tengan competencia para 
ello «según el Derecho Internacional». Es decir, que 
se condiciona esta posibilidad de jurisdicción sobre 
un antiguo Minish·o a lo que fue la primera de las 
pretensiones iniciales de la RDC que, al ser abando­
nada tanto en la Memoria como en la fase oral del 
procedimiento, impidió en este asunto que la CIJ se 
pronunciase sobre su legalidad con el ordenamiento 
internacional. Debe recordarse que, aunque existan 
algunas legislaciones nacionales que afirmen la juris­
dicción penal universal de sus Tribunales para cono­
cer de los juicios por crímenes internacionales, una 
cuestión totalmente distinta es si dichas legislaciones 
son confmmes. o no con el Derecho Internacional. 
Aunque ésta es una cuestión no resuelta todavía por 
la jurisprudencia internacional, la respuesta que a la 
misma se dé necesariamente condicionará la existen­
cia en la práctica de este tercer supuesto de ejercicio 
de jurisdicción penal contra un Minish·o de Asuntos 
Exteriores. Cabe, en todo caso, dejar constancia que 
en su opinión separada emitida en este mismo asun­
to, el propio Presidente de la CIJ, Juez Sr. G. Gui­
llaume, expresamente ha sostenido que el Derecho 
Internacional no acepta la jurisdicción universal y 
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que mucho menos la acepta en los supuestos, como 
el que se dirimió en este Fallo, de juicios en rebeldía. 

La cuestión de la jurisdicción universal ha sido 
tratada en la jurisprndencia española accidentalmen­
te por la Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 
140/1995 de 28-IX-1995 y por la Audiencia Nacio­
nal en varios Autos relativos al asunto Pinochet, pe­
ro con un talante diverso. Así, en el Fundamento 
Jurídico 9 de la citada STC núm. 140/1995, el TC 
afirmó que, aunque la potestad jurisdiccional del Es­
tado es parte de la soberanía estatal, esto no supone 
que la Constitución «la configure como un poder ab­
soluto o ilimitado frente a otros Estados», sino que 
estará sujeta en su ejercicio al Derecho, tanto interno 
como internacional. Así, en la determinación de la 
extensión de la potestad jurisdiccional se tiene que 
estar a lo establecido por el Derecho Internacional 
que, aunque deja bastante libe1iad en este punto a los 
Estados, impone ciertas prohibiciones y límites, en­
tre ellos los derivados de la inmunidad de jurisdic­
ción. Tal y como declaró el Tribunal Constitucional, 
«caso de que se extendiera más allá del ámbito deli­
mitado por el Derecho internacional ( ... ), el Estado 
podría incurrir en un hecho ilícito por la violación de 
una obligación internacional, lo que entrañaría su 
responsabilidad internacional frente a otro Estado». 
Así, el Tribunal Constitucional se declaró, en princi­
pio, contrario a la jurisdicción universal de los Tri­
bunales españoles entendida en un sentido absoluto 
aunque, recordando la Sentencia de 1927 de la C01ie 
Permanente de Justicia Internacional en el asunto Lo­
tus (Francia c. Turquía, Serie A, núm. JO), también 
afirmó que «el Derecho Internacional atribuye a los 
Estados una amplia libertad en esta materia, permi­
tiéndoles extender su jurisdicción a supuestos rela­
cionados con personas, actos y bienes que se hallan 
fuera de su ten-itorio». 

Más específicamente, los Autos de 4-XI-1998 y 
de 5-XI-1998 del Pleno de la Audiencia Nacional en 
el asunto Pinochet, en sus Fundamentos de Derecho 
1 O y 9, respectivamente, declararon que, para la per­
secución de cie1ios delitos para los cuales rige el 
principio de persecución universal, los Tribunales es­
pañoles gozan de jurisdicción universal sin infringir 
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con ello el principio de igualdad soberana de los Es­
tados, ya que «hacen ejercicio de la propia soberanía 
española en relación con los delitos internacionales». 

Finalmente, sólo resta comentar el último supues­
to, es decir, la competencia jurisdiccional de los Tri­
bunales Penales Internacionales como límite real y 
práctico tanto a la inmunidad absoluta de jurisdicción 
penal como a la impunidad jurídica de los Ministros 
de Asuntos Exteriores en activo. Sólo en estos su­
puestos hemos llegado a ver en la práctica como suje­
tos representantes de los más altos cargos del Estado 
han sido juzgados y, en su caso, condenados, por la 
comisión de crímenes internacionales. Tanto en el ca­
so del Tribunal Internacional Penal para Ruanda, don­
de el Primer Ministro de Ruanda, Sr. J. Kambanda 
(Sentencia de 4-IX-1998, ICTR-97-23 y Sentencia en 
apelación de 19-X-2000, ICTR-97-23), fue condena­
do bajo los cargos de genocidio y crímenes contra la 
humanidad, como en el del Tribunal Internacional Pe­
nal para la ex-Yugoslavia, donde actualmente se está 
llevando a cabo el primero de los tres juicios previs­
tos contra el Sr. S. Milosevic, antiguo Jefe de Estado 
de la República Yugoslava, por los crímenes cometi­
dos en Kosovo, Croacia y Bosnia-Herzegovina, he­
mos podido comprobar que sí existe en la práctica in­
ternacional una excepción a la regla de la inmunidad 
de jurisdicción penal absoluta de los altos cargos de 
un Estado, pero sólo aplicable en los casos concretos 
de estos dos tribunales penales internacionales. Tam­
bién cabe señalar que, en los supuestos reseñados, el 
procedimiento penal se ha dirigido contra un antiguo 
Presidente de Gobierno y contra un antiguo Jefe de 
Estado, después de haber cesado en sus respectivos 
cargos y por los actos realizados durante su mandato 
en su condición oficial. Deberemos esperar a que el 
Estatuto de la Corte Penal Internacional de Roma en­
tTe en vigor para poder afirmar que su mtículo 27.2 
supondrá la existencia de una excepción general a la 
inmunidad de jurisdicción penal absoluta de los altos 
cargos de un Estado. Mientras tanto, sólo cabe afir­
mar, como hace la propia CIJ, la regla de la inmuni­
dad de jurisdicción penal absoluta de los Ministros de 
Asuntos Exteriores mientras estén en activo. El resto 
de las excepciones que se señalan serán en la práctica 
sólo deseos de buena voluntad. 
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